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PRONUNCIAMIENTO Nº 090-2012/DSU

Entidad:
Proyecto Especial de Infraestructura de Transporte Nacional (MTC-PROVIAS NACIONAL)
Referencia:

Licitación Pública Nº 014-2011/MTC/20, convocada para la “Ejecución de la obra: Rehabilitación y mejoramiento de la carretera Lima - Canta - La Viuda – Unish, Tramo Lima - Canta”.

1. ANTECEDENTES 

A través del Oficio Nº 001-2012-MTC-20/C.E.LP Nº 0014-2011-MTC/20, recibido el 02.02.2012, el Presidente del Comité Especial remitió al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE) las observaciones y cuestionamientos formulados por los participantes COBRA PERU S.A., ENERGOPROJEKT NISKOGRANDNJA S.A., JOHESA, CONSTRUCTORA UPACA S.A., CONALVÍAS S.A. SUCURSAL PERÚ, GALVAO ENGENHARIA S.A. SUCURSAL DEL PERÚ y MOTA-ENGEIL PERÚ, así como el informe técnico respectivo, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28° del Decreto Legislativo Nº 1017, que aprueba la Ley de Contrataciones del Estado, en adelante la Ley, y el artículo 58 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 184-2008-EF, en adelante el Reglamento.

Resulta importante resaltar que, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento, independientemente de la denominación que les haya dado el participante, este Organismo Supervisor se pronunciará únicamente respecto de: a) las observaciones presentadas por el solicitante que no hayan sido acogidas o que fueron acogidas parcialmente; b) las respuestas a las observaciones del solicitante que, pese a haber sido acogidas, fueron consideradas por éste contrarias a la normativa, o, c) el acogimiento de las observaciones formuladas por un participante distinto al solicitante, cuando éste último manifieste que considera tal acogimiento contrario a la normativa y siempre que se hubiere registrado como tal antes del vencimiento del plazo previsto para formular observaciones.
Cabe indicar que, para efectos de la emisión del pronunciamiento respectivo, se mantendrá el número correlativo de las observaciones consignadas en el pliego absolutorio respectivo.
Así, este Organismo Supervisor no se pronunciará respecto de los cuestionamientos formulados por el participante MOTA-ENGEIL PERÚ contra las respuestas a las Observaciones Nº 08, Nº 10 y Nº 18 puesto que, éstas no fueron acogidas por el Comité Especial.
En el caso de la Observación Nº 21 formulada por el participante JOHESA, se aprecia que el Comité Especial la acogió parcialmente, por lo que este Organismo Supervisor sólo se pronunciará sobre el extremo no acogido.

Todo ello sin perjuicio de las observaciones de oficio que se formulen respecto al contenido de las Bases, de conformidad con el artículo 58º de la Ley.

OBSERVACIONES

Observante: 
JOHESA
Observación  Nº 21 
Contra la documentación referida a la experiencia en obras en general
El recurrente sostiene que exigir, en relación a la acreditación de la experiencia de los postores en obras en general, documentación en la que se indique que las obras fueron liquidadas, contraviene lo dispuesto por el artículo 47º del Reglamento puesto que se condiciona la experiencia del postor a la liquidación de la obra o al cierre de cuentas de la misma, lo cual no resulta acorde con el concepto de experiencia. En ese sentido, solicita que se suprima dicha exigencia.
Pronunciamiento

Cabe precisar que conforme lo dispone el artículo 47° del Reglamento, la experiencia del postor se acredita con copias simples de contratos y sus respectivas actas de recepción y conformidad, documento este último que se emite una vez que la obra ha sido concluida por el contratista y recibida a conformidad por la Entidad contratante, conforme a la regulación dispuesta en el artículo 210° del Reglamento. De lo indicado puede afirmarse, que la experiencia en obras que exige la Ley y el Reglamento se encuentra referida a obras ejecutadas y concluidas.

En ese sentido, no basta con acreditar que se ejecutó un contrato de obra, y que ésta fue recibida a conformidad por la Entidad, sino que debe acreditarse cuál fue el monto percibido por el postor por la ejecución de dicha obra, ya que como ha señalado este Organismo Supervisor mediante la Opinión Nº 092-2011/DTN, la experiencia se mide a través del monto acumulado que acredite el postor en su propuesta. Así, si bien la información requerida para acreditar la experiencia del postor en obras se puede encontrar consignada, por lo general, en el acta de recepción y conformidad, puede darse el caso de que el monto final percibido por el contratista conste en otros documentos, como, por ejemplo, la liquidación de la obra.
Por su parte las Bases señalan que la experiencia del postor se acredita con copias simples de los contratos de obra y actas de recepción final y conformidad, siendo que en los casos en los que se evalúe el monto final, se podrá presentar adicionalmente Certificados de Conformidad o la Liquidación de obra, de donde se pueda extraer el monto final. Asimismo, se señala que para el caso de obras con empresas privadas o en el extranjero donde no se empleen actas de recepción final se deberá presentar copia del contrato y el documento que haga las veces del acta de recepción final.
En consecuencia, de lo expuesto se desprende que lo afirmado por el recurrente no es correcto en tanto las Bases prevén que la experiencia del postor se acredite no sólo mediante copia simple de contratos y su respectiva acta de recepción y conformidad o la resolución de liquidación de obra, sino también mediante cualquier otra documentación de la cual se desprenda, de manera fehaciente, que la obra fue concluida, por lo que este Organismo Supervisor decide NO ACOGER la presente observación. 
Observación  Nº 22 
Contra el porcentaje de capital social que se exige como mínimo para acreditar la solvencia económica de los postores
El recurrente sostiene que exigir a los postores la acreditación de un capital social no menor al 30% del Valor Referencial resulta excesivo, debido a que en obras similares e incluso de mayor envergadura la Entidad no ha requerido este aspecto en las Bases. En ese sentido, solicitan que se disminuya este porcentaje de manera razonable.
Pronunciamiento

De acuerdo a lo expresado en las Bases sobre la capacidad económica de los postores se requiere acreditar un capital social no menor al 30% del Valor Referencial (S/. 87’997,800.74 Nuevos Soles), siendo que en el caso de Consorcios, el monto mínimo de Capital Social que deberá acreditar cada integrante del Consorcio que participara en la ejecución de la Obra, será como mínimo el 10% del Valor Referencial, de acuerdo a la absolución de la Observación Nº 20 del participante COSAPI.
Sobre el particular, en el informe técnico remitido por la Entidad se precisa que el capital social permite a la sociedad contar con el respaldo económico suficiente para el desarrollo de sus actividades, así como para el resarcimiento de terceros, de ser el caso. Asimismo, se menciona que si bien la Entidad se encuentra protegida, ello no sucede con los proveedores del contratista, las cuales se encontrarían en una situación vulnerable frente a empresas como capitales sociales ínfimos. Por las razones expuestas, la Entidad considera necesaria exigir ello.

Al respecto, el artículo 39° del Reglamento dispone que en los procesos que tienen por objeto la ejecución de obras cuyo valor referencial sea igual o superior a veinticinco mil Unidades Impositivas Tributarias (25 000 UIT) las Bases establecerán el requisito de calificación previa de los postores, etapa en la cual sólo cabe evaluar a los postores con el fin de determinar su capacidad y/o solvencia técnica y económica, su experiencia en la actividad y en la ejecución de prestaciones similares y, de ser el caso, equipamiento y/o infraestructura física y soporte en relación con la obra a contratar.  

De lo indicado en el párrafo precedente se advierte que, para superar la etapa de  calificación previa, los postores deben acreditar, entre otros requisitos, contar con solvencia económica, evaluación que tendría por objeto asegurar que los postores que participen en el proceso de selección cuenten con un respaldo económico suficiente que le permita afrontar la ejecución de una obra de gran envergadura.

Ahora bien, para inscribirse en el registro de ejecutores de obra del RNP, el OSCE realiza una calificación previa de los componentes jurídicos
, técnicos, económicos y financieros del proveedor.

Al respecto, el artículo 272° del Reglamento dispone que en el registro de ejecutores de obra deberán inscribirse todas las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deseen participar en procesos de selección y contratar con el Estado para la ejecución de obras públicas, ya sea que se presenten de manera individual, en consorcio o tengan la condición de subcontratistas, para lo cual deberán tener: Capacidad para contratar, capacidad técnica y solvencia económica, de manera que se garantice un nivel técnico y una solvencia económica suficiente para celebrar contratos con Entidades del Estado, disminuyéndose el riesgo de posibles incumplimientos de éstos.

Asimismo, en dicha calificación, el RNP categoriza a los ejecutores de obra atendiendo al monto del capital social y el volumen de la experiencia adquirida en cierto periodo, asignándole una capacidad máxima de contratación, la que, según lo dispone el artículo 275° del Reglamento, corresponde a un  monto hasta por el cual el ejecutor está autorizado a contratar la ejecución de obras públicas. Cabe indicar que la finalidad de asignar una capacidad máxima de contratación es efectuar un control para que el ejecutor de obra no se comprometa a obligaciones que no es capaz de afrontar. 

Asimismo, es necesario precisar que las empresas, tanto nacionales como extranjeras, se encuentran sujetas a una evaluación de su solvencia económica para su inscripción en el RNP. Así, en el procedimiento de evaluación contable, se analizan los estados financieros auditados presentados del último ejercicio, con los cuales se realiza una evaluación tanto financiera como patrimonial, es decir, se verifica la capacidad de endeudamiento de la empresa así como su liquidez corriente para honrar dichas obligaciones, y a la vez se analiza su estructura patrimonial que permite verificar el comportamiento de sus resultados del ejercicio y de años anteriores, indicador que permite apreciar el grado de respaldo patrimonial (que incluye el capital social) de la empresa, y el grado de rentabilidad de la empresa.

En consecuencia, las evaluaciones descritas permiten acreditar o no, el respaldo y/o solvencia económica de las empresas nacionales y extranjeras, siendo que sólo las empresas que cuenten con solvencia podrán obtener su inscripción o renovación en el RNP.

En adición a lo expuesto, mediante el Informe N° 100-2011/DTN, elaborado a fin de opinar respecto a la posibilidad de que la capacidad máxima de contratación se encuentre en función al capital social que las empresas posean en el Perú, se indicó que en el caso de las personas jurídicas constituidas en el extranjero sería excesivo requerir que éstas efectúen depósitos, sea a una sucursal o a un representante legal, dado que ello implicaría que dichas empresas incurran en mayores costos administrativos, entre otros, además de mantener sumas de dinero considerables en depósito, lo que podría disminuir aún más los niveles de competencia promedio que existen en un proceso de selección, pese a que uno de los objetivo que persigue el sistema de contratación pública es incrementar la participación tanto de extranjeros como nacionales. 

Asimismo, dicho informe señala que la normativa de contratación pública cuenta con disposiciones que disminuyen el riesgo de incumplimiento de las empresas que no cuenten con un capital social que respalde el cumplimiento de las obligaciones asumidas, como la calificación de solvencia técnica y económica que realiza el RNP para otorgar el registro como ejecutor de obras, las garantías de fiel cumplimiento y de adelantos, las sanciones económicas e inhabilitación de las empresas infractoras para contratar con el Estado y la capacidad de máxima contratación asignada que tiene por función prevenir eventuales incumplimientos, siendo que un proveedor sólo podrá contratar por aquello que pueda asumir.

Por lo tanto, en la medida que el recurrente solicita reducir el porcentaje de capital social exigido para la acreditación de la solvencia económica de los postores, este Organismo Supervisor decide NO ACOGER la observación formulada; sin embargo, considerando lo expuesto, y en tanto se han establecido en las Bases un aspecto que ha sido previamente evaluado por el OSCE para su inscripción en el RNP deberé eliminarse la exigencia de acreditar un determinado capital social, máxime si para acreditar la solvencia económica del postor también se ha requerido una línea de crédito vigente por el importe del valor referencial del proceso de selección.

Observación Nº 23
Contra la forma de acreditar la experiencia durante la calificación previa

El observante cuestiona que, al absolverse la Consulta Nº 44 se haya precisado que, en relación con la experiencia requerida en la etapa de calificación previa, cuando se presente un contrato ejecutado en consorcio, se aplicará a la longitud de la carretera el porcentaje de participación del postor y sólo se consideraran válidas aquellas obras que, luego de efectuar la operación descrita, superen la longitud mínima requerida (23.84 km). Al respecto, solicita suprimir dicho criterio y se modifique de tal forma se considere la experiencia de toda la obra ejecutada, para efectos de poder acreditar su extensión como obra similar y no solamente un porcentaje de éstas.
Pronunciamiento

Sobre el particular, la definición de los requerimientos técnicos mínimos es de exclusiva responsabilidad de la Entidad, debiéndose considerar criterios de razonabilidad, congruencia y proporcionalidad. Así, los requisitos técnicos mínimos cumplen con la función de asegurar a la Entidad que el postor ofertará lo mínimo necesario para cubrir adecuadamente el desarrollo del servicio convocado.

De acuerdo con el artículo 39º de la Ley, cuando el valor referencial de una obra sea igual o superior a veinticinco mil Unidades Impositivas Tributarias (25 000 UIT), las Bases deben establecer el requisito de la calificación previa, precisándose que en esta etapa se evaluará la capacidad y/o solvencia técnica y económica de los postores, su experiencia en la actividad y en la especialidad y, de ser el caso, el equipamiento y/o infraestructura física y de soporte en relación con la obra a contratar.

Por otra parte, el artículo 47º del Reglamento señala que, durante la evaluación de las propuestas, es decir, luego de concluida la calificación previa en aquellos procesos en los que esta sea obligatoria, los postores serán evaluados en función de su experiencia en obras en general y su experiencia en obras similares, precisándose que, para acreditar la experiencia en la ejecución de obras similares, solo resultarán válidas aquellas obras similares cuyo costo haya representado por lo menos el 15% del valor referencial. 

Como puede apreciarse de lo anterior, mientras que el objeto de la calificación previa es verificar qué postores podrían cumplir con las exigencias que implica la ejecución de la obra que se pretende contratar, el objeto de la evaluación de las propuestas es elegir al postor que, habiendo superado la calificación previa, formule la propuesta más conveniente para la entidad.

Ahora bien, considerando la complejidad, cuantía y plazo de ejecución de la obra convocada, y que aquélla puede ser cuantificada en una longitud determinada de kilómetros al tratarse de una carretera, resultaría razonable que, para la calificación previa, la Entidad establezca que los contratos de obras similares presentados sean de una longitud mínima de kilómetros de carretera, dado que ello buscaría que se contrate con un postor que cuente con experiencia en la ejecución de obras de una considerable complejidad, como sería el caso de la obra convocada, lo que implicaría un cierto manejo de aptitudes logísticas y operativas, entre otras, que un postor que no ha ejecutado obras de dificultad similar no poseería. 
En ese sentido, en el presente caso la calificación previa se empleará para verificar si los postores podrían cumplir con las exigencias que implica la ejecución de la obra que se pretende contratar, por lo que se evaluará la experiencia de los postores en la ejecución de obras similares cuya longitud haya sido mayor al treinta por ciento (30%) de la longitud total de la obra a ejecutar. 

Por tanto, en el presente proceso de selección, resulta razonable exigir que en las obras similares que ejecutó un postor en consorcio, lo ejecutado por dicho postor resulte equivalente a lo exigido para las obras ejecutadas individualmente.
En tal sentido, considerando que la presente observación se encuentra dirigida a eliminar la exigencia referida a la longitud de la vía según el porcentaje de participación del postor en un consorcio y que la determinación de los requerimientos técnicos mínimos es facultad y responsabilidad de la Entidad, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la presente observación.  

Observación  Nº 24 
Contra la fórmula polinómica de reajuste
El recurrente cuestiona que la fórmula polinómica prevista en las Bases para el caso de reajuste, puesto que al estar incluyendo el costo operativo del equipo (Combustible, Operador) dentro del monomio Equipo Importado (49), Equipo Nacional (48) no se respeta lo establecido en el Decreto Supremo N° 011-79-VC, sus modificatorias, ampliatorias y complementarias, y en consecuencia incumple con lo establecido en el Artículo 49° del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado. En ese sentido, se colige que el recurrente solicita se modifique la fórmula polinómica incluyendo todos los costos relevantes.
Pronunciamiento

Al respecto, el artículo 13º de la Ley, concordado con el artículo 11º del Reglamento, establece que la definición de los requerimientos técnicos mínimos es de exclusiva responsabilidad de la Entidad, sin mayor restricción que la de permitir la mayor concurrencia de proveedores en el mercado, debiéndose considerar criterios de razonabilidad, congruencia y proporcionalidad.

Por su parte, en el Pliego Absolutorio de Observaciones el Comité señaló que: “La fórmula polinómica del Expediente Técnico ha sido elaborada en base a consideraciones técnicas y normativas, y refleja las condiciones previstas en el presupuesto referencial de la obra. 

La estructura de los análisis respecto al alquiler de equipo mecánico se ha elaborado en base a la información de cotizaciones que se encuentra disponible en el mercado, las cuales incluyen la operación del equipo, el combustible y otros consumibles propios de cada unidad.

En consecuencia, la fórmula polinómica al considerar como monomio la maquinaria, incluye el combustible.
Separar el combustible para colocarlo como monomio no sería real puesto que el consumo del combustible depende de la eficiencia del equipo, además de la estructura del Análisis de Precio Unitario y lo que incluye, por tanto, se mantiene la Formula Polinómica establecida en el Expediente Técnico.”
Asimismo, en el Informe Técnico remitido a este Organismo Supervisor el Comité Especial añade que: “La fórmula polinómica del estudio responde a la distribución real del costo base del proyecto para los distintos índices establecidos por el INEI. 

Los precios de Mano de Obra están incluidos en el I.U. 47 constituyendo estos su propio monomio, el combustible IU 34 y/o 53 forman parte del monomio Dólar general ponderado (IU 30) incluido en la fórmula polinómica, del mismo modo los costos por equipos nacionales e importados han sido incluidos en los índices 48 y 49 respectivamente formando cada uno de ellos su propio monomio (…)”.
En tal sentido, considerando que la determinación de los requerimientos técnicos mínimos es facultad y responsabilidad de la Entidad, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la presente observación.  

Observante: 
CONALVÍAS S.A. SUCURSAL PERÚ
Observación  Nº 25 
Contra la documentación referida al personal propuesto

El recurrente cuestiona la respuesta del Comité Especial a la Consulta Nº 45, en tanto sostiene que la misma no ha tenido en cuenta que exigir, a los postores que hayan ofertado profesionales extranjeros, la presentación del certificado de habilidad al momento de la suscripción del contrato contraviene los Principios de Economía, Razonabilidad, Trato Justo e Igualitario y Libre Competencia y Concurrencia, debido a que el trámite de colegiación de un profesional extranjero en el Colegio de Ingenieros del Perú no constituye un trámite automático. Del mismo modo, ello implicaría que los postores asuman un costo sin contar con la certeza de que ganarán la buena pro. En ese sentido, solicita únicamente que el certificado de habilidad se presente de manera previa al inicio de la obra, siendo suficiente para la firma del contrato que el ganador de la Buena Pro acredite el inicio del trámite para la obtención del registro y certificado de habilidad de los profesionales ofrecidos, ante el Colegio de Ingenieros del Perú.
Pronunciamiento

Al respecto, el artículo 29° de la Ley dispone que las Bases deben aplicar obligatoriamente lo establecido en la Ley, el Reglamento, y demás normas complementarias o conexas que tengan relación con el proceso de selección; siendo que, en caso de vacíos normativos, deberán aplicarse los principios y las normas de derecho público que sean aplicables. 

Por su parte, el artículo 61° del Reglamento señala que los requerimientos técnicos mínimos constituyen las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido en las Bases y en las disposiciones legales que regulan el objeto materia de la contratación.

Ahora bien, de la revisión de las Bases se advierte que el objeto del presente proceso de selección es la contratación de un proveedor que ejecute una obra, lo cual implica que los profesionales a cargo ejerzan labores propias de ingeniería, lo cual se encuentra bajo el ámbito de la Ley Nº 28858 “Ley que complementa la Ley Nº 16053, Ley que autoriza a los Colegios de Arquitectos del Perú y al Colegio de Ingenieros del Perú para supervisar a los profesionales de arquitectura e ingeniería de la República”.

Al respecto, el artículo 4° dispone que el certificado de habilidad será exigido a todo profesional que desempeñe cargos en actividades inherentes a la ingeniería en entidades privadas, públicas o independientes.

No obstante ello, debe tenerse presente que la inscripción en el Colegio de Ingenieros del Perú no es un trámite automático sino formal y sujeto al cumplimiento de requisitos y plazos, los cuales suelen ser mayores al plazo comprendido entre el otorgamiento de la buena pro y la fecha de suscripción del contrato respectivo, por lo que a fin de cumplir con la obligación cuestionada, el ganador de la buena pro debería iniciar el trámite de registro de los profesionales que ofreció aun antes de contar con la certeza de haber obtenido la buena pro, asumiendo, además, el costo que ello representa. 

Ahora, si bien es necesario que los profesionales que formen parte en la ejecución de la obra, sean nacionales o extranjeros, se encuentren registrados y habilitados por el Colegio de Ingenieros del Perú para ejercer su profesión, debe tenerse presente que el inicio del ejercicio de la profesión no coincide, en el caso de los contratos para la ejecución de obras que suscribe el Estado, con la fecha de suscripción del contrato.

Por tanto, a fin de que las disposiciones de las Bases resulten concordantes con los Principios de Economía, Razonabilidad, Trato Justo e igualitario, y Libre competencia y Concurrencia, este Organismo Supervisor decide ACOGER la observación, por lo que deberá precisarse en las Bases integradas que, en el caso de profesionales extranjeros, el certificado de habilidad respectivo deberá presentarse de manera previa al inicio de la obra, siendo suficiente que al momento de la firma del contrato el ganador de la buena pro acredite el inicio del trámite para la obtención del registro y certificado de habilidad de los profesionales ofrecidos, ante el Colegio de Ingenieros del Perú.

Observación Nº 26
Contra la presentación de la póliza de seguro de vida
El observante cuestiona que se obligue al contratista a contratar un Seguro de Vida Ley a favor de todo el personal, toda vez que el Seguro de Vida Ley sólo es obligatorio contratarlo para aquellos trabajadores que hayan cumplido con cuatro años de servicios continuos con el mismo empleador, tal y como lo prescribe el Decreto Legislativo Nº 688.

Por tanto, el observante solicita que el referido seguro sólo sea exigible para aquellos trabajadores que hayan cumplido con cuatro años de servicios con el empleador.

Pronunciamiento

Conforme a la exigencia prevista en el numeral 26.3 comprendido en la Cláusula Vigésimo Sexta: Seguros, de la Proforma del Contrato, el contratista se encuentra en la obligación de considerar todos los seguros personales de acuerdo al Seguro Complementario de Trabajos de Riesgo, de Pensiones y Salud, así como el Seguro de Vida.

En relación con ello, en la absolución de la Consulta N° 147 del recurrente, se precisó que el Seguro Vida Ley debe ser considerado para todos los trabajadores, conforme a lo dispuesto en la citada cláusula de la proforma del contrato.

Sobre el particular, según el artículo 1° del Decreto Legislativo N° 688, Ley de Consolidación de Beneficios Sociales, el Seguro de Vida Ley es de aplicación obligatoria para aquellos trabajadores, empleados u obreros, que hayan cumplido cuatro (04) años de trabajo al servicio del mismo; sin embargo, el empleador se encuentra facultado a tomar el seguro a partir de los tres (03) meses de servicios del trabajador.

Ahora bien, respecto de la exigencia cuestionada, corresponde señalar que, el citado decreto legislativo prescribe que el Seguro de Vida Ley resulta de aplicación obligatoria para aquellos trabajadores con un periodo mínimo de cuatro (04) años al servicio del empleador; no obstante, aquél puede ser tomado de forma facultativa para el personal que cuente con una antigüedad mínima de tres (03) meses.   

Al respecto, el artículo 13º de la Ley, concordado con el artículo 11º del Reglamento, disponen que la definición de los requerimientos técnicos mínimos es de exclusiva responsabilidad de la Entidad, debiéndose considerar criterios de razonabilidad, congruencia y proporcionalidad. 

Asimismo, conforme con el artículo 27° de la Ley, concordado con el artículo 14° del Reglamento, el valor referencial debe incluir todos los costos que incidan en la ejecución de una obra y que puedan incidir sobre el presupuesto, entre estos, los costos por los seguros del personal requerido para la ejecución de una obra. Dichos costos, en el caso de obras públicas, deben encontrarse recogidos en el expediente técnico.

Por tanto, siendo competencia y responsabilidad de la Entidad la determinación de los requerimientos técnicos mínimos, y considerando que la normativa especial habilita a contratar el referido seguro a partir de los tres (03) meses de labor de los trabajadores, este Organismo Supervisor decide NO ACOGER la presente observación.

Sin perjuicio de lo anterior, en virtud del principio de transparencia, deberá registrarse en el SEACE, conjuntamente con las Bases Integradas, la documentación que dé cuenta de la inclusión del costo de dicho seguro en la determinación del valor referencial del proceso. Asimismo, deberá precisarse en la cláusula correspondiente de la proforma del contrato que dicho seguro será para todo trabajador con una antigüedad superior a tres (03) meses en el centro laboral.
Observante: 


        

COBRA PERÚ S.A. 
Observación Nº 33
Contra la documentación referida al personal propuesto
El observante cuestiona la respuesta del Comité Especial a la Consulta Nº 45, en tanto considera que exigir que los profesionales peruanos y extranjeros deberán presentar obligatoriamente copia de la colegiatura del Colegio Profesional correspondiente del Perú resulta contrario al principio de libre concurrencia y competencia ya que este requisito deben cumplirse al inicio de la ejecución de las obras y no para la presentación de propuestas. En ese sentido se colige que el recurrente solicita que se exija ello de manera previa al inicio de la obra.
Pronunciamiento

Sobre el particular, las Bases disponen que los profesionales extranjeros que sean propuestos podrán presentar copia simple de su título profesional y del documento que acredite su inscripción en el Colegio Profesional de su país de origen; sin perjuicio, de requerirle su inscripción al Colegio de Ingenieros del Perú en caso de que el postor que lo propone sea favorecido con el otorgamiento de la Buena Pro.
Al respecto, el artículo 29° de la Ley dispone que las Bases deben aplicar obligatoriamente lo establecido en la Ley, el Reglamento, y demás normas complementarias o conexas que tengan relación con el proceso de selección; siendo que, en caso de vacíos normativos, deberán aplicarse los principios y las normas de derecho público que sean aplicables. 

Por su parte, el artículo 61° del Reglamento señala que los requerimientos técnicos mínimos constituyen las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido en las Bases y en las disposiciones legales que regulan el objeto materia de la contratación.

Ahora bien, de la revisión de las Bases se advierte que el objeto del presente proceso de selección es la contratación de un proveedor que ejecute una obra, lo cual implica que los profesionales a cargo ejerzan labores propias de ingeniería, lo cual se encuentra bajo el ámbito de la Ley Nº 28858 “Ley que complementa la Ley Nº 16053, Ley que autoriza a los Colegios de Arquitectos del Perú y al Colegio de Ingenieros del Perú para supervisar a los profesionales de arquitectura e ingeniería de la República”.

Al respecto, el artículo 1° dispone que “(…) deberán ser colegiados los profesionales ingenieros, incluidos los ingenieros extranjeros que se encuentren ejerciendo, en forma dependiente o independiente, o presten servicios temporales realizando estudios (…)”
No obstante ello, debe tenerse presente que la inscripción en el Colegio de Ingenieros del Perú no es un trámite automático sino formal y sujeto al cumplimiento de requisitos y plazos, los cuales suelen ser mayores al plazo comprendido entre el otorgamiento de la buena pro y la fecha de suscripción del contrato respectivo, por lo que a fin de cumplir con la obligación cuestionada, el ganador de la buena pro debería iniciar el trámite de registro de los profesionales que ofreció aun antes de contar con la certeza de haber obtenido la buena pro, asumiendo, además, el costo que ello representa. 

Ahora, si bien es necesario que los profesionales que formen parte en la ejecución de la obra, sean nacionales o extranjeros, se encuentren registrados y habilitados por el Colegio de Ingenieros del Perú para ejercer su profesión, debe tenerse presente que el inicio del ejercicio de la profesión no coincide, en el caso de los contratos para la ejecución de obras que suscribe el Estado, con la fecha de suscripción del contrato
Por tanto, a fin de que las disposiciones de las Bases resulten concordantes con los Principios de Economía, Razonabilidad, Trato Justo e igualitario, y Libre competencia y Concurrencia, este Organismo Supervisor decide ACOGER la observación, por lo que deberá precisarse en las Bases integradas que, en el caso de profesionales extranjeros, tanto el registro en el Colegio de Ingenieros del Perú y el certificado de habilidad respectivo deberá presentarse de manera previa al inicio de la obra, siendo suficiente que al momento de la firma del contrato el ganador de la buena pro acredite el inicio del trámite para la obtención del registro y certificado de habilidad de los profesionales ofrecidos, ante el Colegio de Ingenieros del Perú.

Observación  Nº 34 
Contra el requerimiento de equipamiento en la calificación previa
El participante cuestiona que se haya dispuesto que el equipo mínimo solicitado para la calificación previa se encuentre en el país, pues considera que ello resulta restrictivo de la competencia, así como contrario al Principio de economía que debe respetar toda contratación pública. En atención a ello, solicita que el equipamiento pueda encontrarse tanto dentro como fuera del Territorio Nacional y que a su vez dicho equipo pueda ser propio, alquilado o encontrarse bajo otra modalidad de adquisición, siendo que su disponibilidad se sustentaría mediante la presentación de una declaración jurada en la que se detallaría sus características.

Pronunciamiento

El artículo 39º del Reglamento dispone que en los procesos que tienen por objeto la ejecución de obras cuyo valor referencial sea igual o superior a veinticinco mil Unidades Impositivas Tributarias (25 000 UIT) las Bases establecerán el requisito de calificación previa de los postores.

El citado artículo establece que en la calificación previa sólo cabe evaluar a los postores con el fin de determinar su capacidad y/o solvencia técnica y económica, su experiencia en la actividad y en la ejecución de prestaciones similares, y de ser el caso, equipamiento y/o infraestructura física y soporte en relación con la obra a contratar.  

Sobre el particular, debe tenerse en consideración que la calificación previa tiene por finalidad determinar qué proveedores se encuentran en la capacidad de ejecutar obras de gran envergadura, siendo que solo van a poder presentar su propuesta técnica y económica aquellos postores que cumplen con los requisitos de precalificación.

En el presente caso, de la regulación establecida en las Bases, se advierte que para encontrarse precalificados los postores deben acreditar la propiedad u otra modalidad de adquisición y la presencia en el territorio peruano, de cierto tipo y cantidad de equipos.

Al respecto, resulta necesario señalar que el presente requisito de calificación previa no se condice con lo dispuesto por el Principio de Economía
, dado que se está exigiendo a los postores efectuar una inversión en la adquisición de cierta cantidad de equipos sin tener la seguridad de que finalmente se les otorgará la buena pro, lo que, a su vez, afectará el Principio de Libre Concurrencia y Competencia
 así como el cumplimiento del artículo 26º de la Ley, según el cual las Bases deben establecer mecanismos que fomenten la mayor participación de postores. En efecto, al exigir que se requiera que el postor cuente con cierto tipo y cantidad de equipos en el territorio peruano al momento de presentar la oferta, se está estableciendo una barrera a aquellos proveedores que por primera vez tengan la intención de efectuar un negocio con el Estado Peruano, sin que, además, ello provea alguna seguridad para la Entidad ya que podría suceder que el proveedor cuente con equipos propios en el territorio peruano pero comprometidos en otras obras.

En virtud de lo expuesto, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la observación formulada, por lo que deberá suprimirse de las Bases el requisito que consiste en que el equipo solicitado para la calificación previa se encuentre en territorio nacional, señalando además que podrá ser propio, alquilado o encontrarse bajo otra modalidad de adquisición, sin perjuicio de su exigencia para la etapa de ejecución contractual.
Observación  Nº 35 
Contra el porcentaje de capital social que se exige como mínimo para acreditar la solvencia económica de los postores
El recurrente sostiene que exigir a los postores la acreditación de un capital social no menor al 30% del Valor Referencial resulta contrario al principio de libre concurrencia y competencia. En ese sentido, se colige que el recurrente solicita que se suprima dicha exigencia de las Bases.
Pronunciamiento

Al respecto, dado que este cuestionamiento ha sido abordado al pronunciarnos sobre la Observación Nº 22, presentada por del participante JOHESA S.A., en la que se dispuso la supresión de dicho requisito, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente observación. 

Observante: 
GALVAO ENGENHARIA S.A. SUCURSAL DEL PERÚ
Observación  Nº 37 
Contra el porcentaje de capital social que se exige como mínimo para acreditar la solvencia económica de los postores
El recurrente sostiene que exigir a los postores la acreditación de un capital social no menor al 30% del Valor Referencial resulta contrario al principio de libre concurrencia y competencia. En ese sentido, se colige que el recurrente solicita que se suprima dicha exigencia de las Bases.
Pronunciamiento

Al respecto, dado que este cuestionamiento ha sido abordado al pronunciarnos sobre la Observación Nº 22, presentada por del participante JOHESA S.A., en la que se dispuso la supresión de dicho requisito, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente observación. 

Observante: 
ENERGOPROJEKT ISKOGRANDNJA S.A
Cuestionamiento Nº 1 
Contra el porcentaje de capital social que se exige como mínimo para acreditar la solvencia económica de los postores
El recurrente sostiene que exigir a los postores la acreditación de un capital social no menor al 30% del Valor Referencial resulta contrario al principio de libre concurrencia y competencia. En ese sentido, se colige que el recurrente solicita que se suprima dicha exigencia de las Bases.
Pronunciamiento

Al respecto, dado que este cuestionamiento ha sido abordado al pronunciarnos sobre la Observación Nº 22, presentada por del participante JOHESA S.A., en la que se dispuso la supresión de dicho requisito, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente observación. 

Observante: 
CONSTRUCTORA UPACA S.A
Cuestionamiento Nº 1 
Contra el porcentaje de capital social que se exige como mínimo para acreditar la solvencia económica de los postores
El recurrente sostiene que exigir a los postores la acreditación de un capital social no menor al 30% del Valor Referencial resulta contrario al principio de libre concurrencia y competencia. En ese sentido, se colige que el recurrente solicita que se suprima dicha exigencia de las Bases.
Pronunciamiento

Al respecto, dado que este cuestionamiento ha sido abordado al pronunciarnos sobre la Observación Nº 22, presentada por del participante JOHESA S.A., en la que se dispuso la supresión de dicho requisito, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente observación.
Observante: 
CONSTRUCTORA UPACA S.A
Cuestionamiento Nº 1 
Contra el porcentaje de capital social que se exige como mínimo para acreditar la solvencia económica de los postores
El recurrente sostiene que exigir a los postores la acreditación de un capital social no menor al 30% del Valor Referencial resulta contrario al principio de libre concurrencia y competencia. En ese sentido, se colige que el recurrente solicita que se suprima dicha exigencia de las Bases.
Pronunciamiento

Al respecto, dado que este cuestionamiento ha sido abordado al pronunciarnos sobre la Observación Nº 22, presentada por del participante JOHESA S.A., en la que se dispuso la supresión de dicho requisito, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente observación.

Observante: 
MOTA-ENGIL PERÚ
Cuestionamiento Nº 1 
Contra el porcentaje de capital social que se exige como mínimo para acreditar la solvencia económica de los postores
El recurrente sostiene que exigir a los postores la acreditación de un capital social no menor al 30% del Valor Referencial resulta contrario al principio de libre concurrencia y competencia. En ese sentido, se colige que el recurrente solicita que se suprima dicha exigencia de las Bases.
Pronunciamiento

Al respecto, dado que este cuestionamiento ha sido abordado al pronunciarnos sobre la Observación Nº 22, presentada por del participante JOHESA S.A., en la que se dispuso la supresión de dicho requisito, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente observación.

2. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE  CONTRATACIONES DEL ESTADO 
En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 58 de la Ley, este Organismo Supervisor ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a la Ley y el Reglamento. 

3.1 
Costo de participación
· En atención al principio de transparencia, deberá registrarse en el SEACE, junto con la integración de las Bases, la estructura de costos de reproducción de las Bases; en caso de no corresponder únicamente al costo de reproducción, la Entidad deberá proceder a la devolución de la diferencia a los participantes.
3.2 
Otras precisiones
· Dado que el plazo de ejecución de esta obra supera el año fiscal, la proforma de contrato debe contener, obligatoriamente, una cláusula que establezca que la ejecución de la obra está sujeta a la disponibilidad presupuestaria y financiera de la Entidad, en el marco de los créditos presupuestarios contenidos en los presupuestos correspondientes, conforme lo dispuesto en el numeral 27.3 del artículo 27º de la Ley Nº 28411.

3. CONCLUSIONES 

En virtud de lo expuesto, este Organismo Supervisor ha dispuesto:

1.1. En virtud de lo expuesto, el Comité Especial deberá cumplir con lo dispuesto por este Organismo Supervisor al absolver las observaciones indicadas en el numeral 2 del presente Pronunciamiento.
1.2. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas en el numeral 3 del presente Pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases que hubiere a lugar, así como registrar la información solicitada.
1.3. Publicado el Pronunciamiento del OSCE en el SEACE, el Comité Especial deberá implementarlo estrictamente, aun cuando ello implique que dicho órgano acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que sea necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento.

1.4. A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar  al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas, en el pliego de absolución de observaciones y en el Pronunciamiento, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 60 del Reglamento.

1.5. Conforme al artículo 58 del Reglamento, compete exclusivamente al Comité Especial implementar estrictamente lo dispuesto por este Organismo Supervisor en el presente Pronunciamiento, bajo responsabilidad, no pudiendo continuarse con el trámite del proceso en tanto las Bases no hayan sido integradas correctamente, bajo sanción de nulidad de todos los actos posteriores.  

1.6. Al momento de integrar las Bases el Comité Especial deberá modificar las fechas de registro de participantes, integración de Bases, presentación de propuestas y otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 53 del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de haber quedado integradas las Bases, y que, a tenor del artículo 24 del Reglamento, entre la integración de Bases y la presentación de propuestas no podrá mediar menos de cinco (5) días hábiles, computados a partir del día siguiente de la publicación de las Bases integradas en el SEACE.

Jesús María, 20 de febrero de 2012

PATRICIA ALARCÓN ALVIZURI

Directora de Supervisión
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� Artículo 4.- Principios que rigen a las contrataciones.-


[…]


i) Principio de Economía: En toda contratación se aplicarán los criterios de simplicidad, austeridad, concentración y ahorro en el uso de los recursos, en las etapas de los procesos de selección y en los acuerdos y resoluciones recaídos sobre ellos, debiéndose evitar exigencias y formalidades costosas e innecesarias en las Bases y en los contratos.


[…]





� Artículo 4.- Principios que rigen las contrataciones.-


[…] 


c) Principio de Libre Concurrencia y Competencia: En los procesos de contrataciones se incluirán regulaciones o tratamientos que fomenten la más amplia, objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores.  


[…]


� Ver: Comunicado Oficial Nº 10-2010-CG.





